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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
CAMS

De: guillermo bernal duque <guillermobd1922@hotmail.com>

Enviado: martes, 3 de agosto de 2021 12:03 p. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: larubianos@hotmail.com <larubianos@hotmail.com>

Asunto: 11001334204620200026300 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE JHON ALEXANDER
RAMIREZ BARRERA contra ICBF
 
Señor (a) secretario (a) buenos días: 


Con el usual respeto acudo a su despacho para radicar contestación a la demanda, poder y anexos. 


De: Edgar Leonardo Bojaca Castro <Edgar.Bojaca@icbf.gov.co>

Enviado: lunes, 2 de agosto de 2021 12:11 p. m.

Para: Guillermo Bernal Duque <Guillermo.Bernal@icbf.gov.co>; Leandro Alberto Lopez Rozo
<Leandro.Lopez@icbf.gov.co>

Asunto: PODER 2020-0263 JHON ALEXANDER RAMIREZ BARRERA



Cordial Saludo 
Acorde con los presupuestos del Decreto 806 de 2020, otorgo poder(es) para actuar en representación
de los intereses del ICBF, según el(los) documento(s) adjunto(s).  

Quedo atento
 

 

 
NOTA DE CONFIDENCIALIDAD: Este mensaje y sus anexos pueden contener informacion reservada del
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF que interesa solamente a su destinatario. Si Usted
no es el destinatario, debe borrarlo totalmente de su sistema, notificar al remitente y abstenerse en todo caso de
divulgarlo, reproducirlo o utilizarlo. Se advierte igualmente que las opciones contenidas en este mensaje o sus
anexos no necesariamente corresponden al criterio institucional del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR
FAMILIAR – ICBF. Si Usted es el destinatario, le solicitamos tener absoluta reserva sobre el contenido, los datos e
información de contacto del remitente o a quienes le enviamos copia y en general la información del mensaje o
sus anexos, a no ser que exista una autorización explícita a su nombre. Sitio web: www.icbf.gov.co 
CONFIDENTIALITY NOTICE: This message and any attachments may contain confidential information from
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF of interest only to the recipient. If you are not the
recipient, you must completely erase it from your system and notify the sender in any case refrain from disclosing it
reproduce or use. It also warns that the options contained in this message or its attachments do not necessarily
correspond to the institutional approach of INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF. If you
are the recipient, we request you to have absolute secrecy about the content, data and contact information of the
sender or to whom we sent back and general information message or its attachments, unless there is an explicit
authorization to its name. Web site: www.icbf.gov.co

 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.icbf.gov.co%2F&data=04%7C01%7Cjadmin46bta%40notificacionesrj.gov.co%7Ca85148faff7744244f1608d956a241e5%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637636077171061253%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=XdpOYV0rc9dTCEVeypOuMk11yCLZ0LvqETMzyMjoamE%3D&reserved=0
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Señor 
JUEZ 46 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

Sección Segunda 
E. S. D. 

 
 

 
MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

REFERENCIA:                CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO:                    11001-3342046-2020-00263-00 
DEMANDANTE:              JHON ALEXANDER RAMIREZ BARRERA 
DEMANDADO:                INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 

 
 

GUILLERMO BERNAL DUQUE, mayor de edad, vecino de esta ciudad, identificado con la cédula 
de ciudadanía No.80.411.214, abogado en ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional No. 98.138 
del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado especial del INSTITUTO 
COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR CECILIA DE LA FUENTE LLERAS - ICBF, Sede 
Nacional, con domicilio en esta ciudad, identificado con NIT 899.999.239-2, según poder adjunto, 
otorgado por el doctor EDGAR FERNANDO BOJACÁ CASTRO, en su condición de Jefe de la 
Oficina Asesora Jurídica, por medio del presente escrito, me permito dar contestación a la 
demanda de la referencia en los siguientes términos: 

 
 

FRENTE A LOS HECHOS: 
 

AL PRIMERO. - Es parcialmente cierto, lo es frente a la vinculación del demandante mediante un 

contrato de trabajo por OBRA O LABOR CONTRATADA con la empresa Grupo Corporativo 

Eficacia – EXTRAS S.A. con NIT 890327120 en acuerdo con TELEDIFUCIÓN S.A. quienes a su 

vez habían contratado con el FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO - 

FONADE para la ejecución del Convenio IPG 918 193023 denominado “Adquisición e 

Implementación de un Sistema de información tipo ERP y desarrollo e integración de un sistema 

de información misional (SIM) para el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar”, sin embargo, 

no lo es frente a que estas labores las inicio en el ICBF, como si esta entidad hubiere sido su 

contratante o empleador directo. Frente a las actividades desarrolladas para su contratante me 

atengo a lo que se pruebe. 

 
AL SEGUNDO. – Me atengo a lo que se pruebe frente al contrato y periodo relacionado por el 

apoderado del demandante como contratado con el ICBF. 

 

AL HECHO TERCERO. – No es cierto el demandante, no contrato con el ICBF durante este 

periodo, por lo tanto no podría cumplir funciones frente al ICBF, por lo tanto, me atengo a lo que 

se pruebe.  

 

AL CUARTO. – Es parcialmente cierto, lo es frente a la celebración de la Orden de Prestación de 

Servicios 585 del 6 de agosto de 2007 cuyo término de ejecución se pactó en cuatro (4) meses a 

partir de la firma del acta de inicio, pero no lo es frente a que se trate de la ampliación del término 

de contratación. Respecto a las actividades adelantadas me atengo a las dispuestas en el 

contrato celebrado. 
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AL QUINTO. – No es cierto, el demandante contrato directamente con la RED ALMA MATER con 

NIT. 816.004.9073 durante el periodo correspondiente entre el 6 de febrero de 2008 al 31 de 

diciembre de 2011, por lo tanto, no continuó prestando sus servicios al ICBF, como 

malintencionadamente lo pretende hacer ver el apoderado del demandante, por lo tanto, me 

atengo a lo que se pruebe frente a dicha apreciación. 

 

AL SEXTO, SÉPTIMO, OCTAVO, NOVENO, DÉCIMO, DÉCIMO PRIMERO, DÉCIMO 

SEGUNDO, DÉCIMO TERCERO Y DÉCIMO CUARTO. – Con la salvedad dispuesta en la 

respuesta al hecho quinto, el periodo y actividades relacionadas en los hechos que se contestan, 

hacen parte de contratos celebrados con la RED ALMA MATER y no con el ICBF.  

 

AL DECIMO QUINTO. -, Es parcialmente cierto, lo es frente a la celebración de los varios 

contratos referidos entre el 19 de febrero de 2012 y el 31 de diciembre de 2016, pero no lo es 

frente la apreciación equivoca de que los contratos se ejecutaron de manera continua, por lo 

tanto, me atengo a lo que se pruebe respecto a su fecha de inicio y terminación, así como frente 

a las actividades (no funciones), desarrolladas en cumplimiento a lo pactado. 

 

AL DECIMO SEXTO. – Me atengo al tenor literal dispuesto en los contratos celebrados durante 

el periodo comprendido entre el 19 de enero de 2012 al 31 de diciembre de 2014, respecto a su 

objeto, como frente a las obligaciones generales y especificas pactadas.  

 

AL DECIMO SÉPTIMO. – Me atengo al tenor literal dispuesto en los contratos celebrados durante 

el periodo comprendido entre 2015 y 2016, respecto a su objeto, como frente a las obligaciones 

generales y especificas pactadas. 

 

DEL DÉCIMO SÉPTIMO AL VIGÉSIMO OCTAVO. – Me atengo a lo que se indique en cada uno 

de los contratos celebrados, respecto de su cuantía y pago de honorarios mensuales. 

 

AL VIGÉSIMO NOVENO Y TRIGÉSIMO. – Para el periodo dispuesto en estos dos hechos, las 

asignaciones recibidas por el apoderado lo fueron a título de salario por haberse desempeñado 

como funcionario de planta, por lo tanto, me atengo a lo que se establezca al respecto por la 

entidad que represento e indicando de antemano que este periodo no se encuentra en discusión.      

 

AL TRIGÉSIMO PRIMERO. - No es cierto, el demandante no cumplía funciones como 

equivocadamente lo quiere hacer ver su apoderado, pues lo que se pactó en cada uno de los 

contratos celebrados con el ICBF fue el cumplimiento de actividades, tal y como lo refiere su 

apoderado en los hechos 3 y 4 de la demanda.   

 

TRIGÉSIMO SEGUNDO. – Es cierto, el pago de dichos emolumentos no se pactó 

contractualmente por las partes celebrante, por lo que la entidad no estaba obligada al pago de 

ellos y además por que la ley que autoriza este tipo de contratación (ley 80 de 1993), no estipula 

tampoco esta obligación.   

 

TRIGÉSIMO TERCERO. – Es cierto. 

 

TRIGÉSIMO CUARTO. – Es cierto. 

 

TRIGÉSIMO QUINTO. – Es cierto. 

 

TRIGÉSIMO SEXTO. – Es cierto. 
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TRIGÉSIMO SÉPTIMO. – Es cierto. 

 

TRIGÉSIMO OCTAVO. – Es cierto. 

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 

Me opongo a la prosperidad de todas y cada una de ellas, por las razones que expondré más 
adelante. 

 

RAZONES DE LA DEFENSA 
 

Los contratos de prestación de servicios adosados con la demanda, son de aquellos que, de 
acuerdo a lo dispuesto en la ley 80 de 1993, en concordancia con lo dispuesto en la ley 1150 de 
2007 y el decreto 1082 de 2015, le están permitidos celebrar al ICBF, evidencia de lo cual se 
encuentra en el cuerpo de los mismos, al pactarse de forma expresa su objeto (que no siempre 
fue el mismo), obligaciones generales y específicas, actividades, plazo, condiciones de pago y 
liquidación del contrato, en el caso de que existieran recursos por liberar o cuentas por pagar. 

 
En este sentido el numeral 3º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 expresa: 

 
“Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades 
estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o 
funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con 
personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con 
personal de planta o requieran conocimientos especializados. En ningún 
caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se 
celebrarán por el término estrictamente indispensable”. (Resalta e interlineado 
fuera del texto). 

 
Vale recordar que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en adelante ICBF, es un 
establecimiento público descentralizado, con personería jurídica, autonomía administrativa y 
patrimonio propio, creado por la Ley 75 de 1968 y reorganizado conforme a lo dispuesto por la 
Ley 7 de 1979 y su Decreto Reglamentario No. 2388 de 1979, que mediante Decreto No. 4156 
de 2011 fue adscrito al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.  

 

Atendiendo a su naturaleza, las personas naturales o jurídicas vinculadas a la administración 
mediante un contrato de prestación de servicios realizan las actividades con autonomía técnica, 
administrativa y financiera y sin subordinación; es así, como en el presente caso no se le 
impartieron órdenes al demandante del como adelantar sus actividades, simplemente se le  
supervisó y controló el resultado de acuerdo con las obligaciones específicas que  se plasmaron 
en el contrato suscrito por el contratista y frente a los objetivos de la entidad, y no el cómo se 
realiza; por lo tanto si existió  autonomía para fijar las condiciones del cumplimiento del servicio 
y derecho al pago de los honorarios expresa y previamente convenidos en los respectivos 
contratos. 

 
Las anteriores razones, son suficientes para que nos opongamos a que se declare la existencia 
de un contrato ficto o presunto, por cuanto la demandante suscribió sendos contratos de 
prestaciones de servicios, en los cuales repito, se han pactado de forma expresa su objeto, 
obligaciones, actividades, plazo, condiciones de pago y demás aspectos de orden contractual 
regulados en la ley 80 de 1993, ley 1150 de 2007, el decreto 2474 de 2008 y decreto 734 de 2012. 

 
Obsérvese que el legislador autoriza la celebración de este tipo de contratos cuando determinada 
actividad, relacionada con la administración o funcionamiento de la entidad, no pueda realizarse 
con personal de planta y esa es la situación que se ha presentado en el presente caso, pues el 
tema por su excepcionalidad, requiere de conocimientos específicos, para dar cumplimiento a lo 
dispuesto por el artículo 41 del Decreto 987 de 2012, tal y como se dejó expreso en las 
CONSIDERACIONES de cada uno de los contratos. 
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No obstante, el esfuerzo en asimilar las actividades contractuales, a las legales del ICBF, lo cierto 
es, que no son comparables por lo siguiente: 
 
El contratista no diseñó políticas institucionales dirigidas a la infancia y adolescencia a nivel de 
protección, tampoco trazó o definió los lineamientos generales en materia de protección de los 
derechos de los niños niñas y adolescentes. Mucho menos coordinó la formulación o 
implementación de la Política Nacional de Prevención de la delincuencia Infantil y juvenil.  
 
Sin embargo, las actividades pactadas, actividades técnicas ellas, tiene que ver con la creación 
de usuarios y contraseña para que los funcionarios y colaboradores del ICBF puedan ingresar al 
SIGEP, que se trata de un “Sistema de Información y Gestión del Empleo Público” al servicio de 
la administración pública y de los ciudadanos, en donde se recogen las hojas de vida y formatos 
de bienes y rentas de los funcionarios y colaboradores de la administración. De igual forma el 
monitoreo y reporte de novedades del “Sistema Único de Información Personal” SUIP.  
 
No puede confundirse entonces el contratar el apoyo o asistencia necesario, para la 
implementación de estos sistemas, con cuya experiencia no cuenta la entidad, tal y como quedó 
establecido en la necesidad de contratación, con la propia misionalidad de la entidad.            

 

La Corte Constitucional, en Sentencia C-154 de marzo 19 de 1997, M.P., Hernán Herrera Vergara 
al declarar la constitucionalidad del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, precisó: 

 
"En múltiples oportunidades, la Corte Constitucional ha resaltado las diferencias 
entre el contrato de prestación de servicios y el contrato laboral. 

 
Así, por ejemplo, en la sentencia que analizó la constitucionalidad del concepto 
legal de contrato de prestación de servicios, la Corte recordó sus características 
para efectos de distinguirlo del contrato laboral, así: 

 

...El contrato de prestación de servicios a que se refiere la norma demandada, 
se celebra por el Estado en aquellos eventos en que la función de la 
administración no puede ser suministrada por personas vinculadas con la 
entidad oficial contratante o cuando requiere de conocimientos especializados, 
para lo cual se establecen las siguientes características: 

 
a. La prestación de servicios versa sobre una obligación de hacer para la 
ejecución de labores en razón de la experiencia, capacitación y formación 
profesional de una persona en determinada materia, con la cual se acuerdan las 
respectivas labores profesionales. 

 
El objeto contractual lo conforma la realización temporal de actividades 
inherentes al funcionamiento de la entidad respectiva, es decir, relacionadas con 
el objeto y finalidad para la cual fue creada y organizada. Podrá, por esta razón, 
el contrato de prestación de servicios tener también por objeto funciones 
administrativas en los términos que se establezcan por la ley, de acuerdo con el 
mandato constitucional contenido' en el inciso segundo del artículo 210 de la 
Constitución Política, según el cual "...Los particulares pueden cumplir funciones 
administrativas en las condiciones que señale la ley." 

 
b. La autonomía e independencia del contratista desde el punto de vista técnico 
y científico, constituye el elemento esencial de este contrato. Esto significa que 
el contratista dispone de un amplio margen de discrecionalidad en cuanto 
concierne a la ejecución del objeto contractual dentro del plazo fijado y a la 
realización de la labor, según las estipulaciones acordadas. 
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Es evidente que por regla general la función pública se presta por parte del 
personal perteneciente a la entidad oficial correspondiente y sólo, 
excepcionalmente, en los casos previstos, cuando las actividades de la 
administración no puedan realizarse con personal de planta o requieran de 
conocimientos especializados, aquellas podrán ser ejercidas a través de la 
modalidad del contrato de prestación de servicios. 

 
c. La vigencia del contrato es temporal y, por lo tanto, su duración debe ser por 
tiempo limitado y el indispensable para ejecutar el objeto contractual convenido. 
En el caso de que las actividades con ellos atendidas demanden una 
permanencia mayor e indefinida, excediendo su carácter excepcional y temporal 
para convertirse en ordinario y permanente, será necesario que la respectiva 
entidad adopte las medidas y provisiones pertinentes a fin de que se dé cabal 
cumplimiento a lo previsto en el artículo 122 de la Carta Política, según el cual 
se requiere que el empleo público quede contemplado en la respectiva planta y 
previstos sus emolumentos en el presupuesto correspondiente. 

 
Por último, teniendo en cuenta el grado de autonomía e independencia del 
contrato de prestación de servicios de que trata el precepto acusado y la 
naturaleza de las funciones desarrolladas, no es posible admitir confusión 
alguna con otras formas contractuales y mucho menos con los elementos 
configurativos de la relación laboral, razón por la cual no es procedente en 
aquellos eventos el reconocimiento de los derechos derivados de la 
subordinación y del contrato de trabajo en general, pues es claro que si se 
acredita la existencia de las características esenciales de éste quedará 
desvirtuada la presunción establecida en el precepto acusado y surgirá 
entonces el derecho al pago de las prestaciones sociales en favor del 
contratista, en aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre las 
formas en las relaciones de trabajo". 1 

 

Conforme al pronunciamiento jurisprudencial, antes transcrito, resulta que los contratos celebrados 
por el ICBF, con el demandante, lo han sido para una obligación de hacer, en razón de su 
experiencia; entonces, la persona natural así contratada, tiene autonomía e independencia en el 
desarrollo de su labor, sin que ello implique que no exista una coordinación entre las partes, y una 
supervisión para lograr el objetivo buscado. 
 

INEXISTENCIA DE SUBORDINACIÓN Y DEPENDENCIA DEL DEMANDANTE 
 

En cuanto a la subordinación y/o dependencia, como requisito fundamental para que se declare 
la existencia de una relación laboral, el H. Consejo de Estado ha dicho lo siguiente: 

 
"En decisión de Sala Plena de esta Corporación, adoptada el 18 de noviembre 
de 2003, Radicación IJ-0039, consejero Ponente Nicolás Pájaro Peñaranda, 
Actora: María Zulay Ramírez Orozco, se indicó que el trabajo desempeñado por 
determinados contratistas no se podría considerar como generador de una 
relación laboral por cuanto en el mismo se presentaban relaciones de 
coordinación, no de subordinación: 

 
 

______________ 
1 

Al respecto, pueden consultarse las sentencias C-960 de 2007, C-282 de 2007, C-386 de 2000, C-397 de 2006, C- 

154 de 1997, 0-236 de 1997, T-214 de 2005, 0-124 de 2004, T-1109 de 2005 
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"Es inaceptable, además, porque si bien es cierto que la actividad del contratista 
puede ser igual a la de empleados de planta, no es menos evidente que ello 
puede deberse a que este personal no alcance para colmar la aspiración del 
servicio público; situación que hace imperiosa la contratación de personas 
ajenas a la entidad. Y si ello es así, resulta obvio que deben someterse a las 
pautas de ésta y a la forma como en ella se encuentran coordinadas las distintas 
actividades. Sería absurdo que contratistas encargados del aseo, que deben 
requerirse con urgencia durante la jornada ordinaria de trabajo de los 
empleados, laboren como ruedas sueltas y a horas en que no se les necesita. 
Y lo propio puede afirmarse respecto del servicio de cafetería, cuya prestación 
no puede adelantarse sino cuando se encuentra presente el personal de planta. 
En vez de una subordinación lo que surge es una actividad coordinada con el 
quehacer diario de la entidad, basada en las cláusulas contractuales.". 

 
“El presente caso es similar a los supuestos fácticos del decidido en Sala Plena, 
por lo que, siguiendo el precedente judicial, se aplicará la misma tesis que niega 
la existencia de relación de trabajo. 

 

“Ahora bien, en el caso resuelto en la sentencia de la Sala Plena del Consejo 
de Estado, anteriormente mencionado, se hizo énfasis en la relación de 
coordinación entre contratante y contratista para el caso específico.  
 
A continuación, y teniendo en cuenta que el presente cuenta con las mismas 
características, se harán las siguientes precisiones: 

 

“Es necesario aclarar que la relación de coordinación de actividades entre 
contratante y contratista implica que el segundo se somete a las condiciones 
necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, lo cual 
incluye el cumplimiento de un horario, o el hecho de recibir una serie de 
instrucciones de sus superiores, o tener que reportar informes sobre sus 
resultados, no significa necesariamente la configuración de un elemento 
de subordinación. 
 
“Es decir, que, para acreditar la existencia de la relación laboral, es 
necesario probar que el supuesto contratista se desempeñó en las mismas 
condiciones que cualquier otro servidor público y que las actividades 
realizadas no eran indispensables en virtud de la necesaria relación de 
coordinación entre las partes contractuales."(Negrillas y Subrayas fuera 
del texto). 

 

Se destaca, que la sentencia a la que me he referido anteriormente cita la sentencia de Sala 
Plena de 18 de noviembre de 2003, que es una SENTENCIA DE UNIFICACIÓN 
JURISPRUDENCIAL, según lo dispuesto en el artículo 270 del CPACA, pues la misma fue 
proferida por la SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO por importancia 
jurídica y la misma constituye precedente jurisprudencial según lo dispuesto en la Sentencia C- 
634 de 2011. 

 
Conforme a la SENTENCIA DE UNIFICACIÓN JURISPRUDENCIAL, transcrita en precedencia, 

tenemos que las relaciones de coordinación entre el contratante ICBF y el contratista, no implican 
la existencia del elemento subordinación, propio de las relaciones laborales, pues lo que se busca 
con la coordinación, es garantizar la efectiva prestación de los servicios contratados, y en muchas 
ocasiones como en el presente caso, se requiere que el servicio sea prestado en determinado 
horario, y en las instalaciones del ICBF,; el hecho de que el contratista deba rendir una serie de 
informes para verificar el cumplimiento de las actividades a su cargo, de ninguna manera puede  
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entenderse como una subordinación o dependencia, pues de darle dicho alcance, tendría como 
consecuencia la desnaturalización de cualquier contrato de prestación de servicios, ello según la 
tesis expuesta por el apoderado del actor. 
 

  Frente a tales argumentos con los cuales el demandante pretende acreditar la existencia de una      
presunta subordinación, vale la pena reiterar que el hecho de que el contratista hubiese prestado 
sus servicios en horarios laborales del ICBF y siguiendo los parámetros dispuestos en el contrato, 
no implica como lo ha reiterado la jurisprudencia, que exista una subordinación como elemento 
estructural de una relación laboral. 

 

Esta posición ha sido reiterada por el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 
Segunda Subsección "D" y "C" en los Expedientes radicados No. 2008-01040-01 y No. 2008- 
00085 en los cuales se afirmó lo siguiente: 

 
"[...] En estos casos, en que el horario constituye un elemento necesario 

para el cumplimiento de la finalidad propuesta con la ejecución del  objeto 
contractual, pues dicha actividad no se puede desarrollar de manera 
desorganizada, inconsulta o aislada dentro de una institución de salud, o 
en horarios diferentes a los que establezca la entidad, ello en razón a la 
necesidad de racionalizar el recurso humano respecto de los servicios 
asistenciales que se demanden. En tal sentido, entiende la sala, que para nada 
infiere en la autonomía del contratista, el establecimiento de turnos u 
horarios, pues, tratándose de personas que cumplen labores como 
profesionales de la salud en una institución hospitalaria, ello apenas resulta 
natural o inminente al desarrollo del objeto contractual." (Resaltado fuera del 
texto). 

 
Reitero que este tema ya fue definido en SENTENCIA DE UNIFICACIÓN del Consejo de Estado 

citada en precedencia: 

"Es necesario aclarar que la relación de coordinación de actividades entre 
contratante y contratista implica que el segundo se somete a las condiciones 
necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, lo cual 
incluye el cumplimiento de un horario, o el hecho de recibir una serie de 
instrucciones de sus superiores, o tener que reportar informes sobre sus 
resultados, no significa necesariamente la configuración de un elemento de 
subordinación." (Resaltado fuera del texto). 

 
En el mismo orden, tampoco puede pretenderse que el hecho de ejecutar las obligaciones 
contractuales en las instalaciones del ICBF o por fuera de ellas en cumplimiento del objeto 
contractual, se convierta en un argumento válido para predicar la existencia de una relación 
laboral. 

 

El contratista, omite o parece ignorar las cláusulas contenidas en los contratos celebrados que 
tiene que ver con la “SUPERVISIÓN” que suponen por parte del ICBF de una vigilancia para el 
control del cumplimiento del contrato, cuyas funciones se encuentran manifiestamente claras, así 
como también las “OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA”. 

 

Respecto de los elementos constitutivos del contrato de prestación de servicios y del elemento 
diferencial con el contrato de trabajo, resulta relevante hacer mención a la jurisprudencia del 
Consejo de Estado e incluso a la de la misma Corte Constitucional, que en forma reiterada han 
resaltado, que ese elemento de distinción, radica en la subordinación, siempre y cuando no se 
trate de la simple coordinación que debe existir entre las partes contractuales para el desarrollo 
de la labor encomendada. 

 
En Sentencia, Expediente No. 2204-11, nuevamente hizo énfasis en que las relaciones de 

coordinación entre contratante y contratista no implica la existencia del elemento subordinación.  
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Se dijo en esta oportunidad: 

"Ahora bien, es necesario aclarar que la relación de coordinación de actividades 
entre contratante y contratista que implica que el segundo se somete a las 
condiciones necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, 
lo cual incluye el cumplimiento de un horario, o el hecho de recibir una serie de 
instrucciones de sus superiores, o tener que reportar informes sobre sus 
resultados, no significa necesariamente la configuración de un elemento de 
subordinación.” (Resaltado fuera del texto). 

 
En Sentencia Expediente No. 2008 — 270, el Consejo de Estado precisó lo siguiente: 

 

"Esta Corporación en fallos como el del 23 de junio de 2005 proferido dentro del 
expediente No. 0245 C.P. Jesús María Lemos Bustamante, ha reiterado la 
necesidad de que se acrediten fehacientemente los tres elementos propios de 
una relación de trabajo, como son la prestación personal del servicio, la 
remuneración y en especial la subordinación y dependencia del trabajador 
respecto del empleador. 

 
Tal consideración se contrapone a la Jurisprudencia anterior, en la que se 
sostuvo que entre contratante y contratista podía existir una relación coordinada 
en sus actividades para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, lo 
cual incluye el cumplimiento de horario, el hecho de recibir una serie de 
instrucciones de sus superiores o reportar informes sobre sus resultados, sin 
que ello signifique necesariamente la configuración del elemento de 
subordinación. 

 

Así las cosas, se concluye que para acreditar la existencia de una relación 
laboral, es necesario probar los tres elementos referidos, pero especialmente, 
que el supuesto contratista desempeñó una función en las mismas condiciones 
de subordinación y dependencia que sujetarían a cualquier otro servidor público, 
constatando de ésta manera, que las actividades realizadas no son de aquellas 
indispensables en virtud de la necesaria relación de coordinación entre las 
partes contractuales. 

 

Por el contrario, existirá una relación contractual regida por la Ley 80 de 1993, 
cuando: a) se pacte la prestación de servicios relacionadas con la 
administración o funcionamiento de la entidad pública, b) el contratista es 
autónomo en el cumplimiento de la labor contratada, c) se le paguen honorarios 
por los servicios prestados y d) la labor contratada no pueda realizarse con 
personal de planta o se requieran conocimientos especializados.  Sobre  
esta última condición para suscribir contratos de prestación  de  servicios,  vale  
la  pena señalar que debe ser entendida a aquellos casos en los que la entidad 
pública contratante requiere adelantar labores ocasionales, extraordinarias, 
accidentales o que temporalmente exceden  su  capacidad  organizativa y 
funcional, pues se desdibujaría la relación contractual cuando se contratan por 
prestación de servicios a personas que deben desempeñar exactamente las 
mismas funciones que, de manera permanente, se asignan a los demás 
servidores públicos. 2 (Subrayas fuera del texto). 

 
2 

CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN 

"A" Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN Sentencia de primero (1°) de marzo de dos 

mil doce (2012). Radicación número: 25000-23-25-000-2008-00270-01(0350-10) 
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De acuerdo con lo anterior, podemos inferir que no existe pues subordinación en la relación 

contractual por contrato de prestación de servicios entre las partes en el presente proceso. 
 

Finalmente, resalto para concluir que en cuanto a la subordinación y o dependencia, como 
requisito fundamental para que se declare la existencia de una relación laboral, el H. Consejo  de 
Estado, en SENTENCIA DE UNIFICACIÓN DE JURISPRUDENCIA, proferida por la Sala Plena 
Rad IJ-0039 Consejero Ponente Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda, Actora: María Zulay Ramírez 

Orozco,3 se indicó que el trabajo desempeñado por determinados contratistas no se podría 
considerar como generador de una relación laboral por cuanto en el mismo se presentaban 
relaciones de coordinación, no de subordinación: 

 
"Es inaceptable, además, porque si bien es cierto que la actividad del contratista 
puede ser igual a la de empleados de planta, no es menos evidente que ello 
puede deberse a que este personal no alcance para colmar la aspiración del 
servicio público; situación que hace imperiosa la contratación de personas ajenas 
a la entidad. Y si ello es así, resulta obvio que deben someterse a las pautas de 
ésta y a la forma como en ella se encuentran coordinadas las distintas 
actividades. Sería absurdo que contratistas encargados del aseo, que deben 
requerirse con urgencia durante la jornada ordinaria de trabajo de los empleados, 
laboren como ruedas sueltas y a horas en que no se les necesita. Y lo propio 
puede afirmarse respecto del servicio de cafetería, cuya prestación no puede 
adelantarse sino cuando se encuentra presente el personal de planta. En vez de 
una subordinación lo que surge es una actividad coordinada con el quehacer 
diario de la entidad, basada en las cláusulas contractuales." (Subrayas fuera del 
texto). 

 

EXCEPCIONES DE FONDO: 
 
 

1. FALTA DE INTEGRACIÓN DEL LITIS CONSORCIO NECESARIO 
 

Es pertinente anotar que el artículo 61 del Código General del Proceso establece: 
 

“Artículo 61. Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio.  

Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, 
por su naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y 
no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean 
sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá 
formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto 
que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten 
para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 
dispuestos para el demandado. 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez 
dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, 
mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los 
citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se suspenderá durante 
dicho término. 

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez 
resolverá sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los 
demás. Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo 
tendrán eficacia si emanan de todos. 

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la 
demanda, podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho 
litisconsorcio. 
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As u vez el numeral 5 del artículo 42 del Código General del Proceso expresa frente a 
las obligaciones del Juez 

 
“Artículo 42. Deberes del juez. Son deberes del juez: 

“(…) 

5. Adoptar las medidas autorizadas en este código para sanear los vicios de 
procedimiento o precaverlos, integrar el litisconsorcio necesario e interpretar la 
demanda de manera que permita decidir el fondo del asunto. Esta interpretación 
debe respetar el derecho de contradicción y el principio de congruencia.” 

 
La Corte Constitucional señálalo en la Sentencia C-401/13 al respecto que: 

 

“Una de las principales garantías del debido proceso, es el derecho a la defensa, 
entendido como la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier 
proceso o actuación judicial o administrativa, “de ser oíd[a], de hacer valer las 
propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en 
contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así 
como de ejercitar los recursos que la Ley otorga”[26]. Esta Corporación ha 
destacado la importancia del derecho a la defensa en el contexto de las garantías 
procesales, señalando que con su ejercicio se busca “impedir la arbitrariedad de los 
agentes estatales y evitar la condena injusta, mediante la búsqueda de la verdad, 
con la activa participación o representación de quien puede ser afectado por las 
decisiones que se adopten sobre la base de lo actuado.” Acorde con ello, ha 
reconocido igualmente que el derecho de defensa  es una garantía del debido 
proceso de aplicación general y universal, que “constituyen un presupuesto para la 
realización de la justicia como valor superior del ordenamiento jurídico. 

 

De conformidad con las normas y cita transcrita, los hechos y pruebas aportadas con la demanda, 
se puede apreciar que el demandante prestó sus servicios directos en calidad de contratista a la 
RED DE INVERSIONES PÚBLICAS DEL EJE CAFETERO PARA EL DESARROLLO REGIONAL 
- ALMA MATER CON NIT 816.004.907.-3, desde el 6 de febrero del año 2008 al 31 de 
diciembre del año 2011 bajo el Convenio 001 de 2008, RED ALMA MATER que debe ser 
vinculada al proceso, por ser contratante de la demandante, en los años referidos, y que hace 
relación a los convenios interadministrativos de cooperación y aporte celebrados entre dicha RED 
y el ICBF, pero donde esta última no actuó como contratante de la demandante. Para estos 
efectos la llamada a integrar el contradictorio podrá ser citada a través de su representante legal, 
en la Avenida Caracas No. 40 A – 08 en Bogotá o en la Universidad tecnológica de Pereira Edificio 
Administrativo Oficina A 320 o en el correo info@almamater.edu.co 

 
En consecuencia, solicito se declare probada esta excepción. 

 

2. INEXISTENCIA DE RELACIÓN LABORAL, LEGAL O REGLAMENTARIA ENTRE LAS 
PARTES: 

 
No existe en el presente caso un vínculo laboral, legal o reglamentario entre el señor JHON 
ALEXANDER RAMIREZ BARRERA y el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR - ICBF, toda vez que no se demuestra o acredita por parte de la accionante la 
suscripción de un contrato de trabajo, una resolución de nombramiento, acta de posesión que le 
otorgue estatus de trabajador oficial o empleado público. Además de no existir estas pruebas 
documentales, tampoco existen los presupuestos fácticos en favor de la demandante que le 
permitan acceder al reconocimiento de tal estatus, por lo que, en consecuencia, y de acuerdo a 
las consideraciones jurídicas establecidas en las razones de la defensa, no es posible 
constitucional y legalmente que el ICBF satisfaga las pretensiones de la demanda. 
 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2015/a583-15.htm#_ftn26
mailto:info@almamater.edu.co
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3. INEXISTENCIA DE LOS ELEMENTOS DEL CONTRATO DE TRABAJO 
 

Tal y como se ha planteado legal y jurisprudencialmente, no es posible acceder a lo pretendido 
por la demandante, en el entendido que en el presente caso no se encuentran presentes la 
totalidad de los elementos constitutivos del contrato de trabajo. En otras palabras, se encuentra 
ausente el elemento SUBORDINACIÓN, pues de los hechos narrados no se vislumbra el que al 
demandante se le hubieran impartido órdenes del cómo y cuándo debía adelantar las actividades 
dispuestas contractualmente, se le hubiera exigido cumplimiento de horario y que existiera al 
interior de la entidad un funcionario de planta con quien comparar el desarrollo de actividades en 
igualdad de condiciones. No se puede pretender por ejemplo que la presentación de informes 
(pactados contractualmente), el desarrollo del objeto contractual en las instalaciones del ICBF, o 
el suministro de elementos para el cometido de sus obligaciones contractuales, lo cual tampoco 
se encuentra relacionado como hechos, que en últimas son elementos de la coordinación y 
supervisión necesarios para el desarrollo y cumplimiento del contrato celebrado entre las partes, 
se puedan constituir como prueba de subordinación. 

 
La falta de estos requisitos, así como las diferencias entre el contrato de trabajo y el de prestación 
de servicios, serán demostradas a través del desarrollo de las etapas procesales. 

 

4. COBRO DE LO NO DEBIDO 
 

Al no existir un contrato laboral celebrado entre las partes, sino un contrato de prestación de 

servicios autorizado por la ley, es palpable que no le asiste al ICBF el deber legal de reconocer 

acreencias prestacionales o aportes a la seguridad social, en el entendido que los honorarios 

pactados le fueron cancelados en su totalidad a la demandante. 

 

5. PRESCRIPCIÓN 
 

 
En caso de no ser atendidas las razones expuestas dentro del presente proceso, deberá tenerse 
en cuenta que acorde con las normas que gobiernan la materia, a saber, artículo 41 del decreto 
3135 de 1968 y artículo 102 del Decreto 1848 de 1969 que reglamenta el primero, que prevén la 
integración de la seguridad social entre el sector público y el privado y se regula el régimen 
prestacional de los empleados públicos y trabajadores oficiales, disponen: 

 

ART. 41 “Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto, 
prescriben en tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya 
hecho exigible. El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la 
autoridad competente sobre un derecho o prestación debidamente determinado, 
interrumpe a prescripción pero solo por un lapso igual.” 

 
ART: 102. “Las acciones que emanen de los derechos consagrados en el decreto 
3135 de 1968 y en este decreto (1848 de 1969), prescriben en tres años, contados 
a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho exigible.” 

 
“El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente 
sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la 
prescripción pero solo por un lapso igual.” 

 

En providencia del H. Consejo de Estado, se precisó el alcance de la prescripción de derechos 
laborales en materia de reconocimiento de prestaciones derivadas del contrato realidad. 

 
Al respecto dijo lo siguiente: 
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"En esta oportunidad, la Sala debe precisar que si bien la anterior es la tesis que 
se aplica en la actualidad y, en efecto, se reitera que el derecho a reclamar las 
prestaciones derivadas de un contrato realidad solo se hace exigible a partir de la 
sentencia que declara la existencia de la relación laboral; también lo es que el 
particular debe reclamar de la administración y del juez el reconocimiento de su 
relación laboral, dentro de un término prudencial que no exceda la prescripción 
de los derechos que reclama. 

 

 

Lo anterior quiere decir que si finiquitó la relación que inicialmente se pactó como 
contractual, el interesado debe reclamar la declaración de la existencia de la 
relación laboral, en un término no mayor de 3 años, so pena de que prescriba el 
derecho a reclamar la existencia de la misma y el consecuente pago de las 
prestaciones que de ella se derivan. 

 

Lo anterior quiere decir que si bien es cierto, conforme al criterio fijado por la Sala 
de la Sección Segunda en la sentencia trascrita, solo se puede predicar la 
prescripción de los derechos prestacionales con posterioridad a la declaración de 
la existencia de la relación laboral, también lo es que la solicitud de la declaración 
de la existencia de la relación laboral, debe hacerse dentro de los 3 años 
siguientes al rompimiento del vínculo contractual, so pena de que prescriba el 
derecho a que se haga tal declaración."(Negrillas y subrayas fuera del texto)4 

 
 

De igual manera, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda, Subsección  

"A" en relación con la prescripción señaló lo siguiente: 

"Así entonces, de un lado se analiza la prescripción trienal que ocurre entre la 
finalización de la relación contractual y la respectiva reclamación de existencia de 
la relación laboral, y de otro lado, la que ocurre una vez se profiere la sentencia 
constitutiva de derechos derivados del contrato realidad. 

 
En ese orden de ideas, el término para contar la prescripción trienal, en cuanto a 
la reclamación del derecho tendiente al reconocimiento de la indemnización a título 
de reparación del daño, empieza a correr a partir del día siguiente a la terminación 
del plazo fijado en la orden de prestación de servicios, so pena, de que opere dicho 
fenómeno. 

 

En el presente caso, la demandante elevó la reclamación administrativa el 6 de agosto 
de 2013, y se encuentra que en la mayoría de las vinculaciones hubo interrupción del 
servicio por más de 15 días hábiles (Art. 10 Dcto. 1045 de 1978), es decir, con solución 
de continuidad, por lo que tales tiempos no se pueden tornar en su integridad sino 
cada uno en forma independiente, razón por la cual se declarará la prescripción del 
derecho a que se declare la existencia de la relación laboral respecto al pago de las 
prestaciones sociales en cuanto a las vinculaciones contractuales que culminaron 
antes del 6 de agosto de 2010, por lo que para el presente caso hay lugar a declarar 
la existencia de la relación laboral para los siguientes contratos de prestación de 
servicios (Adición al contrato 00307 del 12 de noviembre de 2010, 00280 de 14 de 
febrero de 2011, 000723 del 12 de julio de 2011, 00325 del 31 de enero de 2012 y 
001149 del 9 de julio de 2012 y su adición), puesto que culminaron con posterioridad 
a la anterior fecha, y entre su culminación y la reclamación administrativa no 
transcurrieron más tres años." 

 
 

4 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA - SUB SECCIÓN "A" CONSEJERO 

PONENTE: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO sentencia de nueve (9) de abril de dos mil catorce (2014) Radicación No. 20001 23 

31 000 2011 00142 01 (0131-13) 
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De conformidad con la tesis jurisprudencial, la solicitud de declaración de existencia de la relación 
laboral debe hacerse dentro de los 3 años siguientes a la finalización del vínculo contractual, y 
que cuando existe solución de continuidad entre uno y otro vínculo contractual, la 
prescripción debe analizarse de forma independiente para cada contrato. 
 

En reciente pronunciamiento el H. Consejo de Estado reiteró que el término de prescripción del 
derecho a declarar la existencia de una relación laboral es de tres (3) años contados a partir de 
la finalización del ultimo vínculo contractual, y a su vez precisó que la excepción de prescripción 
extintiva en los casos de contrato realidad se debe resolver en la sentencia como excepción de 
mérito y no en la audiencia inicial como excepción previa. Al respecto señaló lo siguiente: 

 
"Acorde con lo previsto por el numeral 6° del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, 
una de sus finalidades es resolver todas las situaciones que se constituyan en 
deficiencias formales que puedan inhibir un pronunciamiento de fondo sobre las 
pretensiones de la demanda, por lo que, en la audiencia inicial el funcionario judicial 
deberá decidir tan sólo las excepciones que tengan la calidad de previas, es decir, 
aquellas que se encaminen a atacar la forma del proceso, en procura de evitar 
decisiones inhibitorias; también podrá resolver, como lo anuncia la norma, las 
excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, pero, en todo caso, encaminadas 
a atacar el ejercicio de la acción, mas no de la pretensión, pues frente a esta fueron 
previstas las excepciones de mérito cuyo objeto es controvertir la existencia misma 
y alcance del derecho reclamado por la parte demandante, por lo que tienen la 
virtud de enervar las pretensiones y provocar que el fallo correspondiente se 
constituya en cosa juzgada, dando término de manera definitiva al debate 
planteado. 

 

Es pertinente señalar que la prescripción extintiva surge cuando transcurre de 
forma ininterrumpida todo el período de tiempo que dicta la legislación, pues es 
fruto de la prolongada inactividad del reclamante o acreedor, por lo que, la idea 
central es que el acreedor puede evitar que prescriba su derecho antes de que el 
plazo se haya agotado, al realizar ciertos actos que interrumpen la prescripción y 
mantienen vigente el derecho de cobro y la acción que lo ampara. En conclusión, 
la prescripción se refiere a la extinción de los derechos cuando aquellos no son 
reclamados durante un periodo de tiempo señalado por la ley, que para el caso de 
las obligaciones laborales y de seguridad social es de 3 años. 
“…” 

 
Una vez demostrada la relación laboral reclamada y de la cual, se persigue el 
reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, surgiría la oportunidad para 
que se examine la procedencia del fenómeno extintivo de la prescripción, valga 
decir, la verificación de si la reclamación se efectuó dentro de los tres (3) años 
contados a partir de la finalización de la relación contractual, so pena de que 
prescriban los derechos prestacionales que se puedan derivar de la relación 
laboral." 

 

Como se evidencia de los documentos aportados como pruebas y aquellos que reposan en el 

expediente administrativo, al haberse presentado el derecho de petición por parte del aquí 

demandante el 28 de diciembre de 2016, encontramos, que se interrumpió la prescripción de los 

presuntos derechos laborales reclamados hasta el 28 de diciembre de 2013, para lo cual se debe 

tener en cuenta cada contrato de forma independiente para efectos de verificar, como 

evidentemente se verifica, que ha operado el fenómeno prescriptivo en la forma pretendida por la 

demandante, lo anterior, sin que ello implique el reconocimiento de las pretensiones pretendidas. 
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6. EXCEPCIÓN GENÉRICA 
 

Solicito de manera respetuosa al señor Juez, que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 282 
de la Ley 1564 de 2012, Código General del Proceso- CGP, en concordancia con el artículo 306 del 
C de P.C, y 187 de la ley 1437 de 2011 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo- CPACA, se sirva reconocer las excepciones que se llegaren a encontrar probadas, 
aunque no hubieren sido alegadas expresamente. 

PRUEBAS 
 

Solicito se tengan y decreten como tales las siguientes: 
 

DOCUMENTALES A APORTAR: 
 

- PDF con los antecedentes administrativos 
 

DOCUMENTALES A SOLICITAR: 
 

1. Respetuosamente solicito al Despacho requerir al demandante para que aporte las 
planillas de pago a salud y pensión donde conste el valor sobre el cual cotizó, 
correspondientes, en los años en que tuvo contratos de prestación de servicios con el 
ICBF, esto con el fin de verificar si además de cotizar como independiente, cotizaba 
también con otras empresas, o con otros empleadores o mediante otros contratos además 
del ICBF, con lo cual desvirtuaría el tema de la subordinación, exclusividad y dependencia. 

 
INTERROGATORIO DE PARTE 

 

Respetuosamente solicito a su Despacho se sirva decretar de conformidad con los artículos 198 

y ss., del C.G.P., el interrogatorio de parte de la demandante JHON ALEXANDER RAMIREZ 

BARRERA, con C.C. No. 79.222.158, en la Carrera 3ª Este No. 8 – 37 Pradera 2 Soacha, 

dirección registrada en el escrito de demanda, o por intermedio de su representante judicial, al 

correo electrónico jramirezb22@gamil.com  

 
Esta prueba tiene como finalidad, indagar a la parte demandante sobre los hechos relacionados 

con el presente proceso, a través del interrogatorio de parte que personalmente le formularé. 

 

 
TESTIMONIALES: 

 

Manifiesto al señor Juez que me reservo el derecho de contrainterrogar a los testigos de la 
demandante. 

 
ANEXOS 

 

1. Los documentos relacionados en el acápite de las pruebas. 

2. Poder debidamente diligenciado con el que actúo en 5 folios. 

 
NOTIFICACIONES 

 
A la parte demandante a la Carrera 8ª No. 16 – 79 Oficina 505 en Bogotá, dirección registrada 

en el escrito de demanda, o por intermedio de su representante judicial, al correo electrónico 

larubianosa@hotmail.com  

 

 

mailto:jramirezb22@gamil.com
mailto:larubianosa@hotmail.com
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La Institución que represento y el suscrito las recibirá en la secretaría de su despacho, en la 
Avenida carrera 68 No. 64 c - 75, en esta ciudad o en los correos electrónicos; 
notificaciones.judiciales@icbf.gov.co y guillermo.bernal@icbf.gov.co 

 

Del Señor Juez, 

Atentamente. 

 
 

 

GUILLERMO BERNAL DUQUE 
C.C. No. 80.411.214 
T.P. No. 98.138 del C. S. de la J. 

 

mailto:notificaciones.judiciales@icbf.gov.co
mailto:guillermo.bernal@icbf.gov.co


Que revisados los archivos de Antecedentes Disciplinarios de la Comisión, así como los del 

Tribunal Disciplinario y los de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria , no aparecen registradas 

sanciones contra el (la) doctor (a) GUILLERMO BERNAL DUQUE  identificado (a) con la cédula 

de ciudadanía No.  80411214  y la tarjeta de abogado (a) No. 98138

CERTIFICADO DE ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS 
DE ABOGADOS

CERTIFICA :  

CERTIFICADO No. 494758 

República de Colombia

Rama Judicial

Comisión Nacional de Disciplina Judicial

LA SUSCRITA SECRETARIA JUDICIAL 

DE LA COMISIÓN NACIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL

Page 1 of 1

Nota:  

Bogotá, D.C., DADO A LOS DOS (2) DIAS DEL MES  DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTIUNO 

(2021)

YIRA LUCIA OLARTE AVILA

SECRETARIA  JUDICIAL

 Este Certificado no acredita la calidad de Abogado 

 Si el No. de la Cédula, el de la Tarjeta Profesional ó los nombres y /o apellidos, presentan 

errores, favor dirigirse al Registro Nacional de Abogados.

La veracidad de este antecedente puede ser consultado en la página de la Rama Judicial 

www.ramajudicial.gov.co en el link 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/comision-nacional-de-disciplina-judicial.

.



Consejo Superior de la Judicatura
Unidad de Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia

LA DIRECTORA DE LA UNIDAD DE REGISTRO NACIONAL DE ABOGADOS Y

AUXILIARES DE LA JUSTICIA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

C E R T I F I C A

Certificado de Vigencia N.: 332550

Que de conformidad con el Decreto 196 de 1971 y el numeral 20 del artículo 85 de la Ley 270 de
1996,  Estatutaria de la Administración de Justicia, le corresponde al Consejo Superior de la
Judicatura regular,  organizar y l levar el Registro Nacional de Abogados y expedir  la
correspondiente Tarjeta Profesional, previa verificación de los requisitos señalados por la Ley.

En atención a las citadas disposiciones legales y una vez revisado los registros que contienen
nuestra base  de datos se constató que el (la) señor(a)  GUILLERMO BERNAL DUQUE,
identificado(a) con la Cédula de ciudadanía No. 80411214., registra la siguiente información.

VIGENCIA

CALIDAD NÚMERO TARJETA FECHA EXPEDICIÓN ESTADO

Abogado 98138 17/09/1999 Vigente

Observaciones:
­

Se expide la presente certificación, a los 2 días del mes de agosto de 2021.

MARTHA ESPERANZA CUEVAS MELÉNDEZ
Directora

Notas 1­ Si el número de cédula, los nombres y/o apellidos presentan error, favor dirigirse a la Unidad de Registro Nacional de Abogados y
Auxiliares de la Justicia. 
2­ El documento se puede verificar en la página de la Rama Judicial www.ramajudicial.gov.co a través del  número de certificado y fecha
expedición. 
3­ Esta certificación informa el estado de vigencia de la Tarjeta Profesional, Licencia Temporal, Juez de Paz y de Reconsideración

Carrera 8 No.12B ­82 Piso 4. PBX 3817200 Ext. 7519 – Fax 2842127

www.ramajudicial.gov.co



2/8/2021 Policía Nacional de Colombia

https://antecedentes.policia.gov.co:7005/WebJudicial/formAntecedentes.xhtml 1/2



Consulta en línea de Antecedentes Penales y Requerimientos Judiciales


La Policía Nacional de Colombia informa: 

Que siendo las 11:13:36 AM horas del 02/08/2021, el ciudadano identificado con:


Cédula de Ciudadanía Nº 80411214

Apellidos y Nombres: BERNAL DUQUE GUILLERMO 


NO TIENE ASUNTOS PENDIENTES CON LAS AUTORIDADES JUDICIALES

de conformidad con lo establecido en el artículo 248 de la Constitución Política de Colombia. 


En cumplimiento de la Sentencia SU-458 del 21 de junio de 2012, proferida por la Honorable
Corte Constitucional, la leyenda “NO TIENE ASUNTOS PENDIENTES CON LAS
AUTORIDADES JUDICIALES” aplica para todas aquellas personas que no registran
antecedentes y para quienes la autoridad judicial competente haya decretado la extinción de la
condena o la prescripción de la pena. 


Esta consulta es válida siempre y cuando el número de identificación y nombres, correspondan
con el documento de identidad registrado y solo aplica para el territorio colombiano de acuerdo
a lo establecido en el ordenamiento constitucional. 


Si tiene alguna duda con el resultado, consulte las preguntas frecuentes o acérquese a las
instalaciones de la Policía Nacional más cercanas.

Dirección: Calle 18A # 69F–45
Zona Industrial, barrio
Montevideo. Bogotá D.C.

Atención administrativa: lunes a
viernes 7:00 am a 1:00 pm y 2:00
pm a 5:00 pm

Línea de atención al ciudadano:
5159700 ext. 30552 (Bogotá)

Resto del país: 018000 910 112

E-mail:
lineadirecta@policia.gov.co




https://www.facebook.com/Policianacionaldeloscolombianos
http://twitter.com/PoliciaColombia/lists/cuadrantevirtual/members
https://plus.google.com/+PoliciaGovColombia
https://www.instagram.com/policiadecolombia/
https://www.flickr.com/photos/policiacolombia
https://pinterest.com/policiacolombia/
https://www.youtube.com/user/policiadecolombia
http://www.policia.gov.co/
https://antecedentes.policia.gov.co:7005/WebJudicial/preguntas.xhtml
https://antecedentes.policia.gov.co:7005/WebJudicial/contacto.xhtml
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Todos los derechos reservados.


Presidencia de

la República


Ministerio de

Defensa Nacional


Portal Único

de Contratación


Gobierno en

Línea



http://wp.presidencia.gov.co/Paginas/presidencia.aspx
http://www.mindefensa.gov.co/
http://www.colombiacompra.gov.co/
https://www.sivirtual.gov.co/


 Bogotá DC, 02 de agosto del 2021

 

La PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN certifica que una vez consultado el Sistema de Información de Registro de Sanciones e Inhabilidades

(SIRI), el(la) señor(a) GUILLERMO  BERNAL DUQUE identificado(a) con Cédula de ciudadanía número 80411214:

 

NO REGISTRA SANCIONES NI INHABILIDADES VIGENTES

 

 

 

 

ADVERTENCIA: La certificación de antecedentes deberá contener las anotaciones de providencias ejecutoriadas dentro de los cinco (5) años
anteriores a su expedición y, en todo caso, aquellas que se refieren a sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes en dicho
momento.Cuando se trate de nombramiento o posesión en cargos que exijan para su desempeño ausencia de antecedentes, se certificarán todas las
anotaciones que figuren en el registro. (Artículo 174 Ley 734 de 2002).

NOTA: El certificado de antecedentes disciplinarios es un documento que contiene las anotaciones e inhabilidades generadas por sanciones penales,
disciplinarias, inhabilidades que se deriven de las relaciones contractuales con el estado, de los fallos con responsabilidad fiscal, de las decisiones de
pérdida de investidura y de las condenas proferidas contra servidores, ex servidores públicos y particulares que desempeñen funciones públicas en
ejercicio de la acción de repetición o llamamiento en garantía.  Este documento tiene efectos para acceder al sector público, en los términos que
establezca la ley o demás disposiciones vigentes. Se integran al registro de antecedentes solamente los reportes que hagan las autoridades
nacionales colombianas. En caso de nombramiento o suscripción de contratos con el estado, es responsabilidad de la Entidad, validar la información
que presente el aspirante en la página web: http://www.procuraduria.gov.co/portal/antecedentes.html

MARIO ENRIQUE CASTRO GONZALEZ

Jefe División Centro de Atención al Público

CERTIFICADO DE ANTECEDENTES

CERTIFICADO ORDINARIO
No. 172754109

WEB

11:12:26

Hoja 1 de 01

ATENCIÓN :

ESTE CERTIFICADO CONSTA DE 01 HOJA(S), SOLO ES VALIDO EN SU TOTALIDAD. VERIFIQUE QUE EL NUMERO DEL CERTIFICADO SEA EL MISMO EN

TODAS LAS HOJAS.

División Centro de Atención al Público (CAP)

Línea gratuita 018000910315; dcap@procuraduria.gov.co

Carrera 5 No. 15 - 60 Piso 1; Pbx 5878750 ext. 13105; Bogotá D.C.

www.procuraduria.gov.co
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Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
Cecilia De la Fuente de Lleras  
Oficina Asesora Jurídica 

 
Señor 
JUEZ 46 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  
Sección Segunda 
E.        S.        D. 
 
 
REFERENCIA:  OTORGAMIENTO DE PODER 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:  JHON ALEXANDER RAMIREZ BARRERA  
DEMANDADO:  INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR  

RADICADO:  11001334204620200026300 
 
 
ÉDGAR LEONARDO BOJACA CASTRO, mayor de edad, con domicilio en Bogotá D.C., 
identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.962.630 de Bogotá, nombrado mediante 
Resolución No. 8774 del 30 de septiembre de 2019 y Acta de posesión No. 00204 del 01 de 
octubre de 2019, actuando en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, establecimiento público del orden nacional creado mediante 
Ley 75 de 1968, y con fundamento en el numeral 12 del artículo 6º del Decreto 0987 de 2012, 

por medio del presente escrito confiero poder especial, amplio y suficiente al doctor GUILLERMO 
BERNAL DUQUE, identificado con la cédula de ciudadanía No. 80.411.214 y portador de la 
Tarjeta Profesional de Abogado No. 98.138 del Consejo Superior de la Judicatura, para que 
adelante la defensa de la entidad dentro del proceso de la referencia. 
 
Para el buen desarrollo de su gestión, el apoderado tendrá todas las facultades propias del 
mandato, contestar la demanda, participar en audiencias, pedir y aportar medios de prueba y 
documentos, e interponer recursos, según el objeto del presente poder, así como las demás 
facultades consagradas en los artículos 75 y 77 del Código General del Proceso.  
 
El presente poder comprende las facultades del apoderado de adelantar las actuaciones propias 
de la conciliación, en los términos que fije el Comité de Defensa Judicial y Conciliación de la 
Dirección General, como lo establece la Resolución No. 0785 del 27 de enero de 2016 del ICBF. 
 
En consecuencia, solicito amablemente reconocerle personería en los términos y para los efectos 
del presente poder. 
 
 
 
 
ÉDGAR LEONARDO BOJACÁ CASTRO 
Jefe Oficina Asesora Jurídica  
C.C. No. 79.962.630 de Bogotá. 

Acepto:   
             GUILLERMO BERNAL DUQUE 
        C.C. No. 80.411.214  de Bogotá 
      T.P.  No. 98.138 del C. S. de la J. 
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